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Entidad originadora: Departamento Administrativo de la Función Pública
Fecha: 24/06/2026

Proyecto de 
Decreto/Resolución:

Por el cual se modifican unos artículos, se sustituye un título y se adicionan 
unos títulos a la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector de Función Pública, en lo relacionado con las 
competencias laborales, el Sistema de Información y Gestión del Empleo 
Público SIGEP II, el fortalecimiento institucional de la gestión del talento 
humano y la movilidad horizontal.

1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU 
EXPEDICIÓN

Los aspectos que se buscan reglamentar con este proyecto de decreto están relacionados con la actualización 
de las competencias laborales comunes y por nivel jerárquico de los empleados públicos conforme  el 
documento técnico , al igual que la de la 
integridad; la modificación de la normatividad asociada al Sistema de Información y Gestión del Empleo 
Público SIGEP, para que esté adecuada con la estructura y funcionalidades de la actual versión del sistema; 
el fortalecimiento institucional de la gestión del talento humano con el propósito de lograr el mejoramiento 
institucional en esta materia y de acuerdo con las recomendaciones emitidas por la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico OCDE; y la reglamentación del artículo 4 de la Ley 1960 de 2019 
en lo que tiene que ver con los mecanismos de movilidad horizontal. Lo anterior, con el propósito de fortalecer 
la política de empleo público y de gestión estratégica del talento humano.

Por lo que, a continuación, se desarrollarán cada uno de los aspectos antes mencionados: 

Competencias laborales comunes y por nivel jerárquico de los empleados públicos

El Decreto Ley 770 de 2005 establece las funciones y los requisitos generales de los empleos públicos 
correspondientes a los niveles jerárquicos de los organismos y entidades del orden nacional a los que se 
refiere la Ley 909 de 2004; asimismo, en su artículo 5 define las competencias laborales y los requisitos de 
los empleos de dichos niveles.

Por su parte, el Decreto Ley 785 de 2005 señala las funciones y los requisitos generales de los empleos de 
las entidades territoriales regidas por la citada ley y, en su artículo 13, establece las competencias laborales 
y los requisitos para el ejercicio de dichos empleos.

Así mismo, el Decreto 1083 de 2015, Único Reglamentario del Sector Función Pública, contiene las 
competencias laborales comunes y por nivel jerárquico de los servidores públicos, las cuales se identificaron 
a partir de la Guía Referencial Iberoamericana de Competencias Laborales en el Sector Público, aprobada 
por la XVII Conferencia Iberoamericana de Ministras y Ministros de Administración Pública y Reforma del 
Estado en Bogotá, en julio de 2016.

No obstante lo anterior, con el fin de responder a los desafíos y entender las nuevas exigencias que trae 
consigo la denominada Cuarta Revolución Industrial, la era digital, la inteligencia artificial, la digitalización y la 
hiperconectividad, se hace necesario actualizar las competencias laborales de los servidores públicos, 
teniendo en cuenta que estos deben entender la nueva dinámica de las entidades, para ser estratégicos en 
los retos y desafíos que se presenten, enfocados en la multidisciplinariedad, la orientación al logro, la 
innovación, la flexibilidad para adaptarse a los cambios y la capacidad de autogestión.
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Conforme lo precedente, en diferentes mesas de carácter interinstitucional, adelantadas entre el 
Departamento Administrativo de la Función Pública - DAFP, la Comisión Nacional del Servicio Civil - CNSC y 
la Escuela Superior de Administración Pública - ESAP, se revisaron las competencias comportamentales 
comunes y por nivel jerárquico adoptadas en el Decreto 1083 de 2015, Único Reglamentario del Sector de 
Función Pública, con el propósito de actualizarlas, de acuerdo con las nuevas dinámicas que exige el empleo 
público. Estas están recogidas en el documento laborales para el servicio público 4.0 en 

. En este sentido, es necesario actualizar las competencias comportamentales comunes y por nivel 
jerárquico para el servicio público 4.0.

Por otra parte, la política de integridad fue adoptada en el Decreto 1499 de 2017 que actualiza el Modelo 
Integrado de Planeación y Gestión - MIPG como una de las políticas de Gestión y Desempeño, y de acuerdo 
con el Manual Operativo del Modelo Integrado de Planeación y Gestión Versión 6.1, esta política pública tiene 
como propósito institucionalizar la cultura de integridad como un proceso amplio y transversal al servicio 
público para garantizar el desempeño institucional responsable y el comportamiento probo de los servidores 
en función del interés general.

En línea con lo anterior, según el Manual Operativo del Modelo Integrado de Planeación y Gestión en el marco 
de esta política se entiende la integridad pública, 
economista estadounidense Anthony Downs, quien l

cada servidor público le hace una promesa al Estado y a la ciudadanía de ejercer a cabalidad su labor; como 
por lo señalado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), quien afirma que: 

compartidas, para pr
(OCDE, 2017).

Así mismo, mediante el Decreto 0382 de 2026 se adicionó el Título 38 a la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 
1083 de 2015, en el cual el artículo 2.2.38.3 define el Sistema Nacional de Integridad como un conjunto de 
instrumentos y acciones orientados a promover y consolidar una cultura de integridad en todas las entidades 
del Estado y en las distintas ramas del poder público.

Conforme lo expuesto y para garantizar el comportamiento probo de los servidores en función del interés 
general se hace necesario incorporar la competencia comportamental común de la integridad. 

Sistema de Información y Gestión del Empleo Público: SIGEP II

El artículo 36 de la Ley 489 de 1998 crea el Sistema General de Información Administrativa del Sector Público 
y establece que el diseño, dirección e implementación del sistema serán responsabilidad del Departamento 
Administrativo de la Función Pública.

Por otra parte, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 de la citada ley, los sistemas de información de 
las entidades públicas constituyen herramientas fundamentales para apoyar el cumplimiento de sus funciones 
y objetivos institucionales, en la medida en que permiten evidenciar el desempeño organizacional y facilitan 
tanto la evaluación interna de la gestión como el control y seguimiento por parte de la ciudadanía.

A su turno, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 909 de 2004, le corresponde al 
Departamento Administrativo de la Función Pública el diseño, dirección e implementación del Sistema General 
de Información Administrativa del Sector Público. Asimismo, contempla que este sistema es un instrumento 
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que permite la formulación de políticas públicas para garantizar la planificación, el desarrollo y la gestión de la 
Función Pública, y que las entidades tendrán la obligación de suministrar la información que requiera el 
sistema en los términos y fechas establecidos en la normativa vigente.

Se precisa que, el Sistema de Información y Gestión del Empleo Público SIGEP es una herramienta de 
gestión para las entidades públicas cuya información permite tomar decisiones para la formulación de políticas 
públicas por parte del Departamento Administrativo de la Función Pública en cuanto a la organización 
institucional, el empleo público y el talento humano al servicio del Estado.

De igual manera se debe tener en cuenta que el Sistema de Información y Gestión del Empleo Público 
SIGEP II constituye una plataforma tecnológica estratégica para la administración pública, orientada a 
consolidar, centralizar y gestionar la información del empleo público en el país, facilitando la trazabilidad, 
calidad, consistencia y disponibilidad de los datos requeridos para la formulación, seguimiento y evaluación 
de las políticas públicas en materia de empleo público, organización institucional y gestión estratégica del 
talento humano.

A su turno, y en el marco de la transformación digital del Estado y del fortalecimiento de la arquitectura 
institucional de información pública, resulta necesario que el Sistema de Información y Gestión del Empleo 
Público SIGEP II continúe evolucionando bajo criterios de interoperabilidad, analítica de datos, seguridad 
digital, escalabilidad y adaptabilidad tecnológica, permitiendo su articulación con otros sistemas de 
información del Estado y favoreciendo la generación de información confiable, oportuna y estandarizada para 
la toma de decisiones.

Así mismo debe considerarse que el fortalecimiento tecnológico y funcional del Sistema de Información y 
Gestión del Empleo Público SIGEP II contribuye a mejorar los procesos de gestión del talento humano en 
las entidades públicas, promoviendo mayores niveles de eficiencia administrativa, transparencia, seguimiento 
institucional y modernización del empleo público, en concordancia con los principios de Gobierno Digital, 
gestión pública eficiente y servicio orientado a la ciudadanía.

Teniendo en cuenta lo anterior y que ya se realizó la migración, capacitación, soporte y mantenimiento del 
Sistema de Información y Gestión del Empleo Público en su segunda versión (SIGEP II), se hace necesario 
modificar la normatividad asociada al mismo, para que esté adecuada con la estructura y funcionalidades de 
la actual versión del sistema, permitiendo así que su administración, soporte, mantenimiento y/o evaluaciones 
futuras correspondan con los cambios que en materia de la política de empleo público y de gestión estratégica 
del talento humano se implementen.

Fortalecimiento Institucional de la Gestión del Talento Humano

Con el propósito de lograr el mejoramiento institucional de la gestión de talento humano y de acuerdo con las 
recomendaciones emitidas por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico OCDE, se 
establece que es necesario fortalecer la capacidad institucional para la gestión del talento humano al servicio 
de la Administración Pública de forma transversal en todos los niveles del gobierno, que permitan administrarlo 
de manera más flexible y estratégica (OCDE, 2014). 

Por consiguiente, se hace necesario establecer lineamientos que las entidades públicas deben tener en cuenta 
y así mejorar la implementación de la política de gestión estratégica del talento humano liderada por Función 
Pública.
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Mecanismos de movilidad horizontal en el Sistema General de Carrera Administrativa 

La Ley 909 del 2004 fija las normas que 
cuya orientación es el logro de la satisfacción de los intereses generales y de la efectiva prestación 

del servicio, de lo que derivan criterios como la profesionalización de los recursos humanos al servicio de la 
Administración Pública, la cual busca la consolidación del principio de mérito y la calidad en la prestación del 
servicio público a la ciudadanía.

A su turno, el artículo 4 de la Ley 1960 de 2019 prevé la adopción de mecanismos de movilidad horizontal en 
el empleo público, orientados a la evaluación progresiva del mérito y al fortalecimiento de la capacitación de 
los servidores públicos, sin que ello implique cambio de empleo.

La citada disposición establece que la movilidad horizontal debe fundamentarse en criterios asociados a las 
competencias, la permanencia en el servicio, la evaluación del desempeño, y la formación y capacitación, y 
que su desarrollo debe sujetarse al marco fiscal y a las disponibilidades presupuestales.

Conforme a lo precedente y a los límites señalados se requiere reglamentar la movilidad horizontal, con el 
propósito de evaluar de manera progresiva el mérito y garantizar la capacitación permanente de los empleados 
públicos del sistema general de carrera administrativa.

Con la definición de estos lineamientos se está contribuyendo al desarrollo profesional de los empleados 
públicos, el mejoramiento de la calidad de los servicios prestados en las entidades públicas y la eficacia en el 
cumplimiento de sus funciones.

En línea con lo anterior resulta necesario establecer incentivos asociados a la movilidad horizontal que 
permitan fortalecer la motivación, permanencia, productividad, apropiación institucional y desarrollo 
profesional de los empleados públicos, en concordancia con los principios de mérito, eficiencia administrativa 
y gestión del conocimiento.

Así las cosas, se considera procedente incorporar nuevos permisos remunerados exclusivamente para la 
movilidad horizontal, dirigidos a reconocer el desempeño destacado y facilitar el desarrollo académico y 
profesional de los empleados públicos que hayan cumplido los requisitos establecidos para acceder a dichos 
mecanismos de reconocimiento.

Adicionalmente, el documento denominado "Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 Colombia 
Potencia Mundial de la Vida", junto con sus anexos, hacen parte integral de la Ley 2294 de 2023 de acuerdo 
con el artículo 2 de esta Ley, en este sentido el mencionado documento contempla en el catalizador C 
denominado 

, en el capítulo 6 Modernización y transformación del 
establece que: 

política de empleo público e incentivando la carrera administrativa con criterio

Conforme lo anteriormente expuesto, se requiere modificar, sustituir y adicionar algunas normas del Decreto 
1083 de 2015, Único Reglamentario del Sector de Función Pública, en lo relacionado con las competencias 
laborales, el Sistema de Información y Gestión del Empleo Público SIGEP, el fortalecimiento institucional de 
la gestión del talento humano y la movilidad horizontal con el propósito de fortalecer la política de empleo 
público y de gestión estratégica del talento humano.
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2. ÁMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO

En lo relacionado con las competencias laborales, aplicará a los empleados públicos de las entidades de la 
rama ejecutiva del orden nacional y territorial a las cuales les aplica el Decreto Ley 770 de 2005 y el Decreto 
Ley 785 de 2005, lo anterior, sin perjuicio de las competencias laborales, requisitos, condiciones o reglas 
especiales de carácter técnico, funcional, misional o sectorial previstas en normas especiales para 
determinadas entidades, organismos o empleos públicos.

En lo que tiene que ver con el SIGEP II, aplicará a todos los órganos, los organismos y las entidades de las 
tres Ramas del Poder Público, Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, organismos 
de control, organización electoral, órganos autónomos e independientes, las corporaciones de investigación 
científica, y demás entidades u organismos que pertenezcan al sector público, independientemente del 
régimen jurídico que se les aplique y de acuerdo con el porcentaje de participación del Estado en otro tipo de 
entidades.

En lo relacionado con el fortalecimiento institucional de la gestión del talento humano, a las entidades de la 
rama ejecutiva del orden nacional y territorial del sector central y descentralizado.

En cuanto a los mecanismos de movilidad horizontal, aplicará a los servidores públicos de carrera 
administrativa de las entidades de la rama ejecutiva del orden nacional y territorial, a las cuales les aplica el 
sistema general de carrera administrativa.

3. VIABILIDAD JURÍDICA

3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo

La presente propuesta normativa se encuentra amparada en la facultad reglamentaria del Presidente de la 
República conforme el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, el artículo 5 del Decreto Ley 
770 de 2005, el artículo 13 del Decreto Ley 785 de 2005, el artículo 18 de la Ley 909 de 2004, y el artículo 4 
de la Ley 1960 de 2019.

3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada

El Decreto 1083 de 2015, Único Reglamentario del Sector de Función Pública y el artículo 4 de la Ley    1960 
de 2019 que se encuentra vigente.

3.3. Disposiciones derogas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas 

Competencias laborales (Artículo 1 del proyecto): Se modifican los artículos 2.2.4.1, 2.2.4.2, 2.2.4.7, 
2.2.4.8 y 2.2.4.11 del Título 4 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015, actualizando las 
competencias comportamentales comunes y por nivel jerárquico para el servicio público 4.0, e 
incorporando la competencia de la integridad. 
Adición de dos permisos en el marco de la movilidad horizontal (Artículo 2 del Proyecto): Se 
adicionan los artículos 2.2.5.5.60 y 2.2.5.5.61 al Capítulo 5 del Título 5 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 
1083 de 2015, estableciendo dos reconocimientos que aplican para la movilidad horizontal.
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Sistema de Información y Gestión del Empleo Público SIGEP II (Artículo 3 del proyecto): Se 
sustituye el Título 17 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015, adecuando la normatividad a la 
estructura y funcionalidades de la versión actual del sistema. 
Fortalecimiento institucional de la gestión del talento humano (Artículo 4 del proyecto): Se adiciona 
el Título 39 a la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015, estableciendo los lineamientos para el 
fortalecimiento institucional de la gestión del talento humano en las entidades públicas. 
Movilidad horizontal (Artículo 5 del proyecto): Se adiciona el Título 40 a la Parte 2 del Libro 2 del 
Decreto 1083 de 2015, reglamentando los mecanismos de movilidad horizontal para los empleados 
públicos del sistema general de carrera administrativa. 

3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del 
proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción)

Se ha verificado el inventario jurisprudencial de los órganos de cierre de las jurisdicciones constitucional, 
contencioso-administrativa y ordinaria, con los siguientes resultados:

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 2.1.2.3.3 del Decreto 1081 de 2015 -según la sustitución del 
Título 2 efectuada por el Decreto 0385 de 2026-, se realizó el análisis de las decisiones judiciales de los 
órganos de cierre de las distintas jurisdicciones, con el fin de identificar su posible incidencia en la validez y 
justificación del presente proyecto normativo. 

En particular, se tomó como referente la providencia proferida por el Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Quinta, con ponencia del magistrado Pedro Pablo Vanegas Gil, de fecha 
19 de mayo de 2022, dentro de la acción de cumplimiento con radicación 44001-23-40-000-2022-00013-01, 
en la cual se analizó el deber de las autoridades de dar cumplimiento a mandatos legales claros, expresos y 
exigibles, particularmente aquellos que requieren desarrollo reglamentario. 

De dicha providencia se desprende como regla jurisprudencial que el Gobierno Nacional está obligado a 
ejercer su potestad reglamentaria cuando la ley impone mandatos específicos que no se encuentran sujetos 
a un margen de discrecionalidad absoluta, siendo procedente la acción de cumplimiento en caso de omisión. 

En este contexto, el presente proyecto de decreto se encuentra en consonancia con dicho precedente, en 
tanto desarrolla disposiciones legales vigentes en materia de empleo público, especialmente en lo relacionado 
con la movilidad horizontal prevista en la Ley 1960 de 2019, al tiempo que también regula otras materias tales 
como el fortalecimiento del sistema de gestión del talento humano, la consolidación del Sistema de Información 
y Gestión del Empleo Público SIGEP II y la actualización del enfoque de competencias laborales. 

En consecuencia, la iniciativa normativa no solo responde a criterios de oportunidad y conveniencia 
administrativa, sino que materializa una obligación jurídica derivada del ordenamiento legal, contribuyendo a 
evitar vacíos regulatorios y eventuales controversias judiciales. 

Así, la jurisprudencia analizada refuerza la validez del proyecto, al legitimar la intervención reglamentaria del 
Gobierno Nacional y respaldar la necesidad de adoptar medidas que garanticen la efectividad de las 
disposiciones legales en materia de empleo público, asegurando su coherencia con el sistema normativo 
vigente y con los principios constitucionales que rigen la función pública.
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3.5 Circunstancias jurídicas adicionales: No aplica.

4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere)
    

4.1. Impacto económico de las competencias laborales. La actualización de las competencias 
comportamentales no genera impacto económico directo adicional, en la medida en la que no 
modifica la nomenclatura, clasificación, código, grado ni régimen salarial y prestacional de los 
empleos públicos. No obstante, su implementación requerirá la adecuación de los manuales 
específicos de funciones y competencias laborales de las entidades del orden nacional (plazo de 
seis meses) y del orden territorial (plazo de un año), lo cual puede implicar costos administrativos 
de gestión interna que se absorberán con los recursos ordinarios de las entidades. 

4.2. Impacto del SIGEP II. Los órganos, organismos y entidades públicas que se vinculen al sistema 
no correrán con costos de uso o licenciamiento, por lo cual la sustitución del Título 17 no genera
impacto económico adicional.

4.3. Impacto del fortalecimiento institucional. Los lineamientos para el fortalecimiento de la gestión 
del talento humano se implementarán con los recursos existentes de las entidades, sin generar 
costos adicionales significativos.

4.4. Impacto de la movilidad horizontal. El proyecto expresamente establece que el otorgamiento de 
los reconocimientos estará condicionado a la disponibilidad presupuestal y a las necesidades del 
servicio, y que los mismos no generan impacto fiscal adicional, en tanto se basan en la optimización 
de instrumentos existentes para la gestión del talento humano. La movilidad horizontal no implica 
modificación de la nomenclatura y clasificación de los empleos, ni del régimen salarial y 
prestacional. Los reconocimientos previstos (permisos remunerados, priorización en capacitación, 
criterios de desempate, publicaciones institucionales, entre otros) se gestionan dentro de la 
operación ordinaria de las entidades.

No obstante, tal como se evidencia en el documento anexo Análisis técnico jurídico y financiero 
de propuesta normativa de regulación de los mecanismos de movilidad horizontal en el sistema 
general de carrera administrativa
asociados a la evaluación del mérito, particularmente a la aplicación de pruebas de competencias 
comportamentales y al funcionamiento de la estructura institucional encargada de administrar el 
modelo. Con base en las proyecciones efectuadas para el período 2028-2037, el costo acumulado 
de las pruebas de competencias comportamentales asciende a $11.051.610.691, mientras que los 
costos de administración y operación institucional del sistema se estiman en $9.552.601.081, para 
un costo total proyectado de $20.604.211.772 durante los diez años de implementación.

La distribución de estos costos evidencia que la mayor presión presupuestal se concentra en los 
años de expansión del sistema. Particularmente, el año 2034 registra el mayor valor de ejecución, 
debido a la incorporación de las entidades territoriales al esquema de movilidad horizontal, 
circunstancia que incrementa significativamente el universo potencial de participantes. Sin 
embargo, incluso en este escenario, los costos proyectados mantienen una magnitud moderada 
frente al presupuesto agregado del sector público y pueden ser incorporados gradualmente en los 
respectivos Marcos de Gasto de Mediano Plazo institucionales.
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Desde la perspectiva de sostenibilidad fiscal, resulta relevante destacar que el diseño propuesto 
incorpora mecanismos normativos que limitan la generación de obligaciones financieras 
automáticas. En efecto, el acceso a los reconocimientos derivados de la movilidad horizontal se 
encuentra condicionado a las disponibilidades presupuestales, a las necesidades del servicio y a 
la programación de recursos dentro del respectivo Marco de Gasto de Mediano Plazo. Estas 
salvaguardas garantizan que la implementación de la política no comprometa vigencias futuras sin 
respaldo financiero ni genere gastos obligatorios incompatibles con las metas fiscales del Estado.

Asimismo, el modelo reduce significativamente el riesgo de rigideces presupuestales futuras. A 
diferencia de otras alternativas de desarrollo de carrera que producen incrementos salariales 
permanentes, la movilidad horizontal se fundamenta en reconocimientos no salariales y en 
incentivos asociados al desarrollo profesional, preservando la flexibilidad financiera de las 
entidades y permitiendo ajustes en función de las condiciones fiscales de cada vigencia.

Desde la lógica del Marco de Gasto de Mediano Plazo, la propuesta presenta ventajas 
significativas. En primer lugar, no altera la estructura del gasto público ni crea componentes 
permanentes de gasto salarial. En segundo lugar, permite una implementación progresiva acorde 
con las capacidades institucionales y fiscales de cada entidad. En tercer lugar, facilita la 
programación plurianual de recursos destinados a la evaluación de competencias y a la 
administración del sistema, permitiendo incorporar dichos costos dentro de los instrumentos 
ordinarios de planeación presupuestal. Finalmente, la gradualidad prevista para la incorporación 
de entidades nacionales y territoriales contribuye a distribuir los costos de implementación a lo largo 
del horizonte de planeación fiscal.

Por otra parte, los costos asociados al equipo técnico de apoyo institucional se consideran 
razonables y proporcionales frente a la magnitud del universo potencial de beneficiarios. La 
proyección efectuada para el período 2028-2037 estima un costo acumulado de aproximadamente 
$9.552.000.000 millones, equivalente a un promedio anual cercano a $955.000.000 millones, 
destinado a financiar las actividades de coordinación técnica, administración de información, 
seguimiento de convocatorias, soporte tecnológico y gestión operativa del sistema. Esta estructura 
resulta consistente con las funciones de rectoría, coordinación y supervisión que corresponderían 
al Departamento Administrativo de la Función Pública, especialmente considerando que la 
aplicación y procesamiento de las pruebas sería realizada por un operador especializado externo.

Finalmente, desde una perspectiva de eficiencia del gasto público, la movilidad horizontal puede 
generar beneficios institucionales que compensen ampliamente sus costos de implementación. 
Entre ellos se destacan el fortalecimiento del principio de mérito, el incremento de la motivación 
laboral, la mejora en los niveles de desempeño institucional, la reducción de costos asociados a la 
rotación de personal y pérdida de conocimiento organizacional, así como el fortalecimiento de 
capacidades internas del Estado. Estos beneficios, aunque en gran medida no son cuantificables 
financieramente, contribuyen al cumplimiento de los principios de eficacia, economía y eficiencia 
que orientan la función administrativa.

En consecuencia, se concluye que la propuesta de decreto es compatible con el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo y con los respectivos Marcos de Gasto de Mediano Plazo de las entidades públicas, 
dado que no genera gasto salarial permanente, incorpora mecanismos de control y sostenibilidad 
presupuestal, permite la programación gradual de los recursos requeridos y presenta un costo total 
estimado de $20.604.211.772 para el período 2028-2037, monto que resulta fiscalmente manejable 
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dentro del horizonte de planeación financiera del Estado. La implementación gradual prevista 
permite asegurar que la movilidad horizontal se consolide como una herramienta de fortalecimiento 
del mérito y desarrollo del talento humano sin comprometer la sostenibilidad de las finanzas 
públicas.

5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere)
   
      N/A

6. IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se 
requiere)

      N/A
7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO: Análisis técnico jurídico y 

financiero de propuesta normativa de regulación de los mecanismos de movilidad horizontal en el sistema 
general de carrera administrativa

ANEXOS:

Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de 
incorporación en la agenda regulatoria 

X

Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo N/A
Informe de observaciones y respuestas X
Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria y 
Comercio

N/A

Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de la 
Función Pública

N/A

Otro 

- Sentencia segunda instancia 
proferida por el Consejo de 
Estado Sala de lo 
Contencioso Administrativo 
Sección Quinta, radicado No.: 
44001-23-40-000-2022-
00013-01, Magistrado 
Ponente: Pedro Pablo 
Vanegas Gil.
- Documento denominado: 

para el Servicio Público 4.0 en 
, fruto de las mesas 

de carácter interinstitucional, 
adelantadas entre el 
Departamento Administrativo 
de la Función Pública - DAFP, 
la Comisión Nacional del 
Servicio Civil - CNSC y la 
Escuela Superior de 
Administración Pública 
ESAP, 2021.
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Aprobó:

            JUAN MANUEL REYES ÁLVAREZ
Director Jurídico del Departamento Administrativo de la Función Pública

FRANCISCO CAMARGO SALAS 
Director de Empleo Público del Departamento Administrativo de la Función Pública


